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Yo, EVY FERNANDA TAPIAS FORERO, mayor de edad, identificada con cédula de ciudadanía 

No. 1.018.427.488, domiciliada en la ciudad de Bogotá D. C., actuando en nombre propio, 

respetuosamente interpongo ACCIÓN DE TUTELA contra el MINISTERIO DE CIENCIA, 

TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN — MINCIENCIAS, de conformidad con los artículos 23, 29, 86 

y concordantes de la Constitución Política y con el Decreto 2591 de 1991, por considerar 

vulnerados mis derechos fundamentales de petición y debido proceso administrativo, en 

conexidad con la igualdad y el acceso a la educación, así como con los principios 

constitucionales de buena fe, confianza legítima, mérito, transparencia, publicidad, imparcialidad 

y selección objetiva. 

La presente acción constitucional se origina en las actuaciones adelantadas por Minciencias 

dentro de la Convocatoria 975 de 2026, "Becas para el Cambio — Formación en Maestrías y 

Doctorados", específicamente en relación con la respuesta emitida a la solicitud de aclaración 

presentada frente a la evaluación individual de mi propuesta identificada con el código SIGP 

128473, titulada: 

"Framework de optimización multicriterio para la toma de decisiones en el despacho energético 

del Sistema Interconectado Nacional, basado en capacidades tecnológicas e inteligencia 

artificial, para la mejora simultánea de la eficiencia económica, la resiliencia ambiental y el 

impacto social en la transición energética colombiana", desarrollada en el marco del Doctorado 

en Ingeniería e Innovación Tecnológica del Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid. 



Minciencias reconoció que mi propuesta cumplió la totalidad de los requisitos establecidos para 

participar y que fue evaluada con una calificación total de 81 puntos sobre 100, obteniendo el 

puntaje máximo en el criterio de mayor peso de la rúbrica (aporte técnico y científico 

(45/45)) y quedando, en consecuencia, incluida en el Banco Preliminar de Elegibles, por superar 

el umbral de 70 puntos previsto en los Términos de Referencia. 

Sin embargo, la inclusión en el Banco de Elegibles no garantiza, por sí misma, la asignación de 

recursos, según lo advierten expresamente los propios Términos de Referencia y la respuesta 

de Minciencias. El orden de prelación dentro del Banco (determinado por el puntaje total 

obtenido) resulta determinante para establecer si, dentro del número limitado de cupos y recursos 

disponibles para la modalidad de Doctorado Nacional, la propuesta efectivamente accede a la 

financiación. Por esa razón, cada punto que haya sido restado con fundamento en un estándar 

de evaluación no aplicable a la naturaleza de la propuesta incide directamente sobre mi posición 

dentro del Banco y, en consecuencia, sobre mi posibilidad real de acceder al beneficio. 

Dentro de la etapa prevista para presentar solicitudes de aclaración al Banco Preliminar, presenté 

oportunamente la solicitud radicada bajo el número 20260052687R, acompañada de un 

documento técnico, jurídico y argumentado en el que formulé cuestionamientos concretos y 

puntuales respecto de la aplicación de los criterios de evaluación en los rubros "Articulación 

con actores del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación" (15/20 puntos) y 

"Resultados y productos esperados de la propuesta" (15/20 puntos), así como respecto del 

subcriterio de focalización socioeconómica y de la aplicación del mecanismo de desempate. 

El eje central de dicha solicitud (y el que atraviesa la presente acción constitucional) consistió en 

plantear una pregunta precisa que la administración nunca respondió: si el estándar de 

evaluación utilizado para calificar los criterios de articulación institucional y de resultados 

y productos esperados correspondía al previsto por la Convocatoria 975 de 2026 para una 

propuesta doctoral en etapa inicial de formulación, o si, por el contrario, la entidad aplicó 

un estándar propio de proyectos de investigación e innovación ya ejecutados y 

consolidados, exigiendo elementos (cartas de intención, acuerdos institucionales formalizados, 

revistas objetivo predefinidas, registro de un software aún inexistente) que razonablemente 

corresponden al desarrollo progresivo de una investigación doctoral y no a su fase de 

formulación. 

La respuesta emitida por Minciencias mediante el radicado 20260052106S, acompañada del 

"Insumo Técnico Respuesta Solicitud de Aclaración Radicado 20260052687R", no resolvió 

esa pregunta. La contestación se limitó a reproducir las reglas generales de la convocatoria, 

describir en abstracto el procedimiento de evaluación por par evaluador, transcribir en extenso el 

mecanismo de desempate y confirmar que mi propuesta obtuvo 81 puntos, remitiéndome a 

consultar mi propio reporte de evaluación en la plataforma SIGP. En ningún aparte la entidad 

explicó cuál fue el estándar aplicado, por qué dicho estándar resultaba compatible con la 



naturaleza de una propuesta doctoral en etapa de formulación, ni se pronunció de manera 

individual sobre cada una de las seis solicitudes puntuales formuladas en mi escrito. 

En consecuencia, esta acción de tutela no se fundamenta en la simple inconformidad con el 

puntaje obtenido (81 sobre 100, con el máximo puntaje posible en el criterio de mayor peso), ni 

pretende que el juez constitucional sustituya el juicio científico del evaluador o reasigne 

directamente una calificación. Se promueve porque la administración, teniendo la oportunidad y 

el deber de hacerlo dentro de la etapa de aclaraciones prevista por la propia convocatoria, omitió 

responder la controversia central que le fue planteada: la determinación del estándar de 

evaluación efectivamente aplicable, y la individualización de una respuesta suficiente frente a 

cada una de las peticiones concretas formuladas. 

II. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA Y AGOTAMIENTO PREVIO DEL 
MECANISMO ADMINISTRATIVO 

La presente acción de tutela parte de una tesis constitucional precisa: la administración sustituyó 

la respuesta a la controversia jurídica planteada por la accionante por una explicación general 

del procedimiento de evaluación de la Convocatoria 975 de 2026. En consecuencia, nunca 

respondió si el estándar de evaluación utilizado para calificar los criterios de articulación 

institucional y de resultados y productos esperados correspondía al previsto para una propuesta 

doctoral en etapa inicial de formulación o si, por el contrario, aplicó un estándar propio de 

proyectos de investigación e innovación ya ejecutados y consolidados. 

La accionante no acudió de manera inmediata al juez constitucional ni pretende utilizar la tutela 

como una instancia adicional para obtener la modificación directa del puntaje asignado a su 

propuesta o sustituir el criterio técnico del par evaluador. Por el contrario, agotó diligentemente 

el mecanismo previsto por los propios Términos de Referencia, presentando dentro del término 

la Solicitud de Aclaración radicada bajo el No. 20260052687R, acompañada del documento 

técnico, jurídico y argumentativo en el cual expuso de manera detallada y puntual las 

controversias formuladas frente a la evaluación recibida. 

La entidad accionada emitió el oficio con radicado No. 20260052106S, fechado el 23 de julio de 

2026, acompañado del documento denominado "Insumo Técnico Respuesta Solicitud de 

Aclaración Radicado 20260052687R", elaborado por la Dirección de Vocaciones y Formación. 

Del análisis comparativo entre la solicitud presentada y la respuesta recibida (desarrollado in 

extenso en el Capítulo VIII de este escrito) la accionante considera que la controversia central de 

su solicitud, así como una parte sustancial de sus peticiones puntuales, no fueron atendidas de 

manera individualizada y material, sino sustituidas por la reproducción de las reglas generales 

de la convocatoria y la remisión a la plataforma SIGP para consultar el reporte de evaluación. La 

oportunidad y trazabilidad de la notificación de dicha respuesta serán igualmente objeto de 

análisis por este despacho, conforme a los elementos probatorios que se aportan con la presente 

acción. 



En consecuencia, la accionante agotó el mecanismo administrativo previsto por la propia 

convocatoria antes de acudir a la jurisdicción constitucional, sin obtener una respuesta que le 

permitiera comprender y verificar las razones por las cuales fueron desestimadas —sin 

pronunciamiento expreso sobre el estándar aplicado— las observaciones formuladas durante la 

etapa de aclaraciones, último escenario procedimental previsto por la convocatoria antes de la 

consolidación del Banco Definitivo de Elegibles. 

La presente acción no cuestiona la facultad de Minciencias para adelantar procesos de 

evaluación científica ni desconoce la validez de las modificaciones introducidas mediante la 

Adenda No. 3. Lo que se plantea es que, adoptado dicho procedimiento, la administración 

conservaba el deber de garantizar que la etapa de aclaraciones —último momento procedimental 

de contradicción antes de la consolidación del resultado— respetara plenamente las garantías 

constitucionales de motivación, congruencia y respuesta individualizada. 

III. TESIS CONSTITUCIONAL DE LA ACCIÓN 

La presente acción de tutela parte de una tesis precisa: la administración nunca respondió si 

el estándar de evaluación utilizado para calificar los criterios de articulación institucional 

y de resultados y productos esperados de la propuesta SIGP 128473 correspondía al 

previsto por la Convocatoria 975 de 2026 para una propuesta doctoral en etapa inicial de 

formulación, o si, por el contrario, aplicó un estándar propio de proyectos de investigación 

e innovación ya ejecutados y consolidados. 

Esa pregunta (formulada de manera expresa, reiterada y puntual en la solicitud de aclaración) 

atraviesa la totalidad de la controversia y constituye el eje sobre el cual se estructura esta acción 

constitucional. No se trata de una inconformidad genérica con el resultado de la evaluación, sino 

de la constatación de que la entidad, pudiendo y debiendo hacerlo, omitió pronunciarse sobre el 

estándar de valoración efectivamente aplicado, limitándose a afirmar que los criterios técnicos 

"se mantienen sin modificación" y que la convocatoria "no establece un periodo de reevaluación", 

fórmula que no resuelve la controversia planteada. 

La accionante reconoce que la valoración científica de las propuestas corresponde, en principio, 

al ámbito técnico del par evaluador y de la entidad convocante. Pero la autonomía técnica del 

evaluador no exime a la administración del deber de explicar, cuando expresamente se le solicita, 

cuál fue el marco de exigencia utilizado y por qué dicho marco resulta compatible con la etapa 

de desarrollo (formulación inicial de un proyecto doctoral) en la que se encuentra la propuesta 

evaluada. Sin esa explicación, resulta imposible para la administrada verificar si la reducción de 

puntaje respondió a una aplicación correcta y uniforme de la rúbrica, o si incorporó exigencias 

ajenas al alcance previsto por la propia convocatoria. 

Por ello, el objeto de esta acción no consiste en que el juez constitucional reasigne un puntaje o 

sustituya el criterio técnico del evaluador, sino en que determine si Minciencias respetó las 



garantías constitucionales del debido proceso administrativo y del derecho de petición al omitir 

pronunciarse sobre el estándar de evaluación aplicable y al no responder de manera 

individualizada las controversias planteadas, y que, de encontrarse acreditada la vulneración, 

ordene el restablecimiento del procedimiento desde el momento en que esta se produjo. 

IV. HECHOS RELEVANTES PARA LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 

Primero. Mediante Resolución No. 0273 del 13 de marzo de 2026, el Ministerio de Ciencia, 

Tecnología e Innovación abrió la Convocatoria No. 975 de 2026 "Becas para el Cambio — 

Formación en Maestrías y Doctorados", cuyo objeto consistió en conformar un Banco de 

Elegibles para el otorgamiento de apoyos económicos destinados a programas de maestría y 

doctorado. 

Segundo. La accionante presentó oportunamente su postulación dentro de la modalidad de 

Doctorado Nacional, mediante la propuesta identificada con el código SIGP No. 128473, 

adelantada en el marco del Doctorado en Ingeniería e Innovación Tecnológica del Politécnico 

Colombiano Jaime Isaza Cadavid, cumpliendo los requisitos y el procedimiento establecidos en 

los Términos de Referencia. 

Tercero. Mediante la Adenda No. 3, el Ministerio modificó el numeral 13 de los Términos de 

Referencia correspondiente al procedimiento de evaluación, estableciendo que las propuestas 

serían evaluadas por un (1) único par evaluador, decisión justificada por razones operativas 

derivadas del alto número de postulaciones recibidas, y advirtiendo expresamente que dicha 

modificación debía preservar los principios de mérito, calidad, transparencia, equidad y debido 

proceso. 

Cuarto. Como resultado del procedimiento de evaluación, la propuesta presentada por la 

accionante obtuvo una calificación de 81 puntos sobre 100, con el puntaje máximo en el criterio 

de aporte técnico y científico (45/45), 15 de 20 puntos en articulación con actores del Sistema 

Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, 15 de 20 puntos en resultados y productos 

esperados, y 6 de 15 puntos en enfoque diferencial, resultado que le permitió ser incluida en el 

Banco Preliminar de Elegibles, por superar el umbral mínimo de 70 puntos. 

Quinto. Conforme lo advierten los propios Términos de Referencia, la inclusión en el Banco de 

Elegibles no implica obligatoriedad ni compromiso alguno de asignación de recursos, de manera 

que la posición ocupada dentro del orden descendente de calificación resulta determinante para 

la posibilidad real de acceder a la financiación, dentro del número limitado de cupos disponibles 

para la modalidad. 

Sexto. Dentro del término previsto por la convocatoria, la accionante presentó la Solicitud de 

Aclaración radicada bajo el No. 20260052687R, acompañada de un documento técnico, jurídico 

y argumentativo mediante el cual formuló seis (6) solicitudes puntuales, entre ellas: (i) aclarar el 

estándar de evaluación aplicado a los criterios de articulación y de resultados y productos 



esperados; (ii) aclarar la interpretación del subcriterio de focalización socioeconómica (Sisbén 

IV); (iii) aclarar la aplicación del criterio de desempate por fecha y hora del radicado; (iv) informar 

los mecanismos de aseguramiento de calidad implementados con ocasión de la Adenda No. 3; 

y (v) obtener la verificación integral del Banco Preliminar de Elegibles. 

Séptimo. Las observaciones formuladas por la accionante no constituyeron una manifestación 

de inconformidad con el puntaje obtenido (81 sobre 100, con el máximo puntaje posible en el 

criterio de mayor peso), sino cuestionamientos específicos, individualizados y jurídicamente 

sustentados sobre la aplicación de los criterios objetivos de evaluación y la motivación de las 

calificaciones otorgadas en dos rubros puntuales. 

Octavo. Minciencias respondió la solicitud de aclaración mediante el oficio con radicado No. 

20260052106S, de fecha 23 de julio de 2026, notificado electrónicamente el 24 de julio de 2026, 

acompañado del documento "Insumo Técnico Respuesta Solicitud de Aclaración Radicado 

20260052687R", elaborado por la Dirección de Vocaciones y Formación. La accionante 

considera que dicha respuesta no resolvió de manera material e individualizada la controversia 

central de su solicitud —el estándar de evaluación aplicado— ni la mayoría de sus peticiones 

puntuales, limitándose a reiterar las reglas generales de la convocatoria y a remitirla a consultar 

su propio reporte de evaluación en la plataforma SIGP. 

Noveno. En criterio de la accionante, la respuesta emitida agotó formalmente la etapa 

administrativa de aclaraciones sin permitir verificar las observaciones formuladas, circunstancia 

que motiva la presente acción constitucional por presunta vulneración de los derechos 

fundamentales de petición y debido proceso administrativo, en conexidad con la igualdad y el 

acceso a la educación. 

Décimo. A la fecha de presentación de esta acción de tutela (29 de julio de 2026), el Banco 

Definitivo de Elegibles de la Convocatoria No. 975 de 2026 aún no ha sido publicado. Conforme 

al cronograma vigente, aplicable a la modalidad de Doctorado Nacional, su publicación está 

prevista para el día 31 de julio de 2026 a las 4:00 p.m., es decir, dentro de los dos (2) días 

calendario siguientes a la presentación de esta acción, circunstancia que resulta especialmente 

relevante para garantizar la eficacia de la decisión que adopte el juez constitucional. 

Hecho Décimo Primero. Con posterioridad a la elaboración del presente escrito, la accionante 

advirtió una aparente inconsistencia en la trazabilidad temporal de la respuesta administrativa. 

Aunque el oficio con radicado No. 20260052106S aparece fechado el 23 de julio de 2026 y en 

su contenido se indica que fue notificado el 24 de julio de 2026, el sistema oficial de gestión 

documental de Minciencias (SGDEA) registra la actuación denominada "Respuesta entidad" con 

fecha 28 de julio de 2026, la cual coincide con la fecha del correo electrónico mediante el cual 

la accionante recibió efectivamente dicha respuesta. Esta circunstancia genera dudas razonables 

sobre la oportunidad y la trazabilidad de la notificación administrativa, razón por la cual se solicita 

respetuosamente al despacho verificar este aspecto dentro del expediente. 



V. DERECHOS FUNDAMENTALES INVOCADOS 

5.1. Derecho fundamental de petición 

La accionante ejerció oportunamente el mecanismo de aclaraciones previsto por la convocatoria 

mediante una solicitud concreta, individualizada y debidamente sustentada, formulando de 

manera expresa una pregunta central sobre el estándar de evaluación aplicado. La respuesta 

emitida no atendió de manera material dicha pregunta ni la totalidad de las peticiones puntuales 

formuladas, limitándose en su mayor parte a reproducir consideraciones generales sobre el 

procedimiento de la convocatoria, circunstancia que impidió el ejercicio efectivo del derecho a 

obtener una respuesta de fondo, congruente y suficientemente motivada. 

5.2. Debido proceso administrativo 

La etapa de aclaraciones constituía la oportunidad prevista por la propia convocatoria para que 

la accionante advirtiera posibles inconsistencias, solicitara explicaciones y ejerciera el derecho 

de contradicción frente a los resultados preliminares, antes de la consolidación del Banco 

Definitivo de Elegibles. Al no existir un pronunciamiento expreso sobre el estándar de evaluación 

aplicado ni una respuesta individualizada frente a las controversias planteadas, se afectó la 

garantía de motivación que debe acompañar toda actuación administrativa, especialmente 

cuando de ella depende el acceso a un beneficio público asignado por mérito. 

5.3. Igualdad y acceso a la educación (en conexidad) 

La igualdad dentro de la convocatoria exige no solo la aplicación uniforme de los criterios de 

evaluación entre los participantes, sino que todos cuenten con una oportunidad real y efectiva 

para que sus observaciones sean examinadas bajo los mismos estándares de motivación y 

suficiencia. En la medida en que la respuesta a la accionante no explicó el estándar aplicado a 

su propuesta, no resulta posible verificar si dicho estándar fue aplicado de manera uniforme 

frente a las demás propuestas doctorales en la misma etapa de formulación, lo que compromete, 

en conexidad, su derecho de acceso a la educación superior en condiciones de transparencia y 

objetividad, dado que la posición dentro del Banco de Elegibles incide directamente sobre la 

posibilidad real de acceder a la financiación del doctorado. 

VI. EL ESTÁNDAR DE EVALUACIÓN APLICABLE A UNA PROPUESTA 
DOCTORAL EN ETAPA DE FORMULACIÓN 

Este capítulo desarrolla el argumento técnico central de la presente acción y constituye el 

fundamento sustantivo de la tesis expuesta en el Capítulo III. Su propósito no es controvertir la 

autonomía técnica del evaluador, sino evidenciar que la controversia planteada por la accionante 

en su solicitud de aclaración (y no resuelta en la respuesta de Minciencias) versa sobre una 

cuestión de aplicación correcta de la rúbrica oficial, y no sobre una simple discrepancia con el 

criterio experto del par evaluador. 



6.1. La naturaleza prospectiva de una propuesta doctoral en etapa inicial 

La Convocatoria No. 975 de 2026 tiene por objeto financiar la formación doctoral mediante el 

desarrollo de una propuesta de investigación presentada por una candidata que, como la 

accionante, se encuentra en el primer semestre de su programa. Por definición, una propuesta 

doctoral en esta etapa es un documento de planeación prospectiva: describe lo que se hará, con 

quién se espera articular esfuerzos y qué productos se proyecta obtener, pero no puede (ni la 

convocatoria lo exige como requisito de admisibilidad) acreditar convenios ya suscritos, 

publicaciones ya definidas o desarrollos tecnológicos ya registrados, elementos que, por su 

propia naturaleza, se consolidan durante la ejecución de la investigación. 

Una propuesta doctoral en etapa de formulación no es, ni puede equipararse, a un proyecto de 

investigación, desarrollo tecnológico o innovación en fase de ejecución. Esta diferencia no 

constituye un simple matiz conceptual; determina el estándar objetivo con el cual deben aplicarse 

los criterios de evaluación previstos en la Convocatoria 975 de 2026. Precisamente porque el 

objeto de la convocatoria consiste en financiar la formación doctoral mediante el desarrollo de 

una investigación, la valoración de las propuestas debe atender su naturaleza prospectiva y no 

exigir evidencias cuya obtención corresponde al desarrollo mismo del doctorado. De lo contrario, 

la evaluación terminaría valorando como requisito previo aquello que precisamente constituye el 

objeto de financiación de la convocatoria. 

Precisamente por ello, la evaluación debe recaer sobre la consistencia, viabilidad y coherencia 

de la propuesta, y no sobre la existencia de resultados, formalizaciones o desarrollos cuya 

obtención constituye el propósito mismo del proceso doctoral. 

6.2. Aplicación al Criterio 2 — Articulación con actores del Sistema Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación 

El concepto del evaluador reconoció que la propuesta identifica actores relevantes (XM como 

administrador del mercado eléctrico, empresas generadoras, operadores de red, entidades del 

Gobierno Nacional e instituciones académicas de Brasil y México para cooperación internacional) 

pero redujo el puntaje de 20 a 15 porque no se anexaron cartas de intención ni acuerdos formales 

de cooperación, y porque no se identificaron por nombre los grupos de investigación específicos 

del Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid. 

Los Términos de Referencia no exigen, como requisito de admisibilidad ni como descriptor 

expreso de la rúbrica para este criterio, la presentación de cartas de intención o convenios 

formalizados. Exigir dicha evidencia equivale a valorar la propuesta con el estándar de un 

proyecto institucional en ejecución, y no con el de una propuesta doctoral en fase de formulación. 

Precisamente por ello, la solicitud de aclaración no pidió una nueva evaluación: pidió que la 

entidad aclarara si ese fue, en efecto, el estándar utilizado, y que corrigiera los 5 puntos 

correspondientes si la respuesta confirmaba la aplicación de un criterio distinto al previsto en la 

convocatoria. 



6.3. Aplicación al Criterio 3 — Resultados y productos esperados de la propuesta 

El evaluador reconoció que la propuesta presenta un portafolio de productos coherente (tesis 

doctoral, artículos científicos, modelo computacional, prototipo funcional, participación en 

eventos científicos, materiales de divulgación y talleres de capacitación), pero redujo el puntaje 

de 20 a 15 porque no se especifican revistas objetivo ni cuartiles esperados, no se incorpora el 

registro formal de un software aún no desarrollado, y porque los productos de apropiación social 

no se encuentran plenamente caracterizados conforme a las tipologías de MinCiencias. 

Exigir en la etapa de formulación la identificación anticipada de revistas científicas específicas 

para publicaciones que dependen de resultados aún no obtenidos, o el registro de un software 

que todavía no existe, corresponde al estándar de un proyecto ya consolidado, no al de una 

propuesta doctoral que apenas comienza. Nuevamente, la solicitud de aclaración no cuestionó 

el juicio experto del evaluador: preguntó si ese fue el estándar aplicado y, de serlo, solicitó su 

corrección conforme al alcance previsto por la convocatoria. 

6.4. Conclusión del capítulo 

La controversia desarrollada en este capítulo no es un desacuerdo con el resultado de la 

evaluación: es una pregunta concreta sobre la aplicación correcta de la rúbrica oficial, formulada 

de manera expresa por la accionante y nunca respondida por Minciencias. Esa omisión es, 

precisamente, el objeto de control de la presente acción constitucional. 

VII. FUNDAMENTOS JURÍDICOS Y JURISPRUDENCIALES 

7.1. El debido proceso administrativo y el deber de motivación 

El artículo 29 de la Constitución Política dispone que el debido proceso se aplica a toda clase de 

actuaciones administrativas. La motivación no se satisface con la existencia formal de una 

respuesta: la administración debe exponer las razones que justifican su decisión y pronunciarse 

efectivamente sobre los planteamientos formulados por el administrado, exigencia que adquiere 

especial relevancia cuando la decisión incide sobre el acceso a un beneficio público asignado 

por mérito. 

7.2. El principio de congruencia y la respuesta "formalmente extensa pero materialmente 
evasiva" 

La jurisprudencia constitucional ha señalado reiteradamente que el derecho de petición no se 

satisface con cualquier respuesta, sino con una contestación que guarde correspondencia 

material con lo solicitado. Una respuesta puede ser formalmente extensa (transcribir en detalle 

los Términos de Referencia, describir el procedimiento de evaluación o reproducir en extenso el 

mecanismo de desempate) y, al mismo tiempo, ser materialmente evasiva, si ninguno de esos 

desarrollos se dirige a resolver la pregunta concreta que motivó la petición. 



Ese es exactamente el patrón que se observa en la respuesta objeto de esta acción: el Insumo 

Técnico ocupa varias páginas explicando las reglas generales de la convocatoria y el 

procedimiento de evaluación por par evaluador, pero en ningún aparte se pronuncia sobre si el 

estándar aplicado a los criterios 2 y 3 correspondía al de una propuesta doctoral en formulación 

o al de un proyecto ya ejecutado. La extensión formal de la respuesta no equivale a su suficiencia 

material. 

7.3. El derecho de petición y la obligación de resolver de fondo 

El núcleo esencial del derecho de petición comprende la posibilidad de obtener una respuesta 

oportuna, clara, congruente y de fondo. La administración no solo debe responder dentro del 

término previsto, sino pronunciarse materialmente sobre el contenido de la petición, evitando 

respuestas evasivas, genéricas o inconducentes respecto de los asuntos sometidos a su 

consideración. 

7.4. La autonomía técnica del evaluador no excluye el deber de motivación 

La accionante reconoce que la valoración científica de las propuestas corresponde al ámbito 

técnico del par evaluador y que dicha competencia no puede ser sustituida por el juez 

constitucional. Sin embargo, esa autonomía técnica no exonera a la administración del deber de 

explicar, cuando expresamente se le solicita, cuál fue el marco de exigencia aplicado. La 

afirmación de que los criterios técnicos "se mantienen sin modificación" porque no existe una 

etapa de reevaluación no resuelve la pregunta planteada, pues esta no perseguía una nueva 

evaluación, sino la aclaración del estándar utilizado en la evaluación ya realizada. 

7.5. Alcance del control constitucional solicitado 

La presente acción no pretende que el juez constitucional reasigne puntajes ni sustituya el criterio 

científico del par evaluador. Su objeto consiste exclusivamente en determinar si la actuación 

administrativa desplegada por Minciencias durante la etapa de aclaraciones respetó las garantías 

constitucionales de motivación, congruencia y respuesta individualizada. De encontrarse 

acreditada la vulneración, la intervención judicial recaería sobre la actuación administrativa 

(ordenando una respuesta que sí resuelva la controversia) y no sobre el contenido técnico de la 

evaluación científica. 

VIII. ANÁLISIS COMPARATIVO: SOLICITUD, RESPUESTA Y VERIFICACIÓN DE 
CONGRUENCIA 

Con el propósito de evidenciar objetivamente el nivel de correspondencia entre las solicitudes 

formuladas por la accionante y la respuesta emitida por Minciencias, se presenta a continuación 

una matriz comparativa de cuatro columnas: la controversia planteada, el contenido efectivo de 

la respuesta administrativa y un análisis de correspondencia, orientado a verificar si la entidad 

respondió de manera individualizada, congruente, material y suficientemente motivada cada una 



de las solicitudes formuladas. Esta comparación permite identificar, de manera puntual, los 

aspectos en los que la administración respondió de forma general, omitió pronunciarse o 

sustituyó la controversia planteada por explicaciones de carácter general sobre el procedimiento 

de evaluación. 

No. Controversia planteada 
por la accionante 

Respuesta de 
Minciencias 

Valoración constitucional de la respuesta 

1 Estándar de evaluación 
general. Se solicitó aclarar 
si la evaluación se realizó 
conforme a la naturaleza 
prospectiva de una 
propuesta doctoral o bajo el 
estándar propio de un 
proyecto ejecutado. 

La entidad explica el 
procedimiento de 
evaluación, cita el numeral 
13 de los Términos de 
Referencia e indica que no 
existe etapa de 
reevaluación. 

No existe correspondencia entre la 
pregunta y la respuesta. La entidad sustituyó 
la controversia jurídica planteada por una 
explicación general sobre la inexistencia de 
una nueva evaluación. Nunca respondió cuál 
fue el estándar de evaluación aplicado al caso 
concreto, que era precisamente el objeto de la 
solicitud. 

2 Criterio 2 – Articulación 
con actores del SNCTI. 

No existe respuesta 
específica sobre este 
criterio. 

Ausencia de respuesta material. La entidad 
omitió pronunciarse sobre la pregunta 
formulada, impidiendo conocer si la 
disminución del puntaje obedeció a la 
exigencia de requisitos no previstos en los 
Términos de Referencia. 

3 Criterio 3 – Resultados y 
productos esperados. 

Se invoca de manera 
general la autonomía 
técnica del evaluador. 

La motivación resulta insuficiente. Invocar la 
autonomía del evaluador no explica si el 
estándar aplicado fue compatible con la 
naturaleza prospectiva de una propuesta 
doctoral ni permite comprender las razones 
específicas de la calificación otorgada. 

4 Enfoque diferencial – 
Sisbén IV. 

No existe pronunciamiento 
específico. 

Omisión de respuesta. La controversia 
planteada no fue atendida de manera 
individualizada. No obstante, este aspecto se 
expone únicamente como argumento 
accesorio y no constituye el fundamento 
principal de la presente acción. 

5 Mecanismos de calidad de 
la Adenda No. 3. 

Se menciona únicamente la 
firma de compromisos de 
confidencialidad e 
inexistencia de conflicto de 
intereses. 

Respuesta parcialmente congruente. La 
entidad respondió sobre imparcialidad de los 
evaluadores, pero no atendió la pregunta 
relativa a los mecanismos de calibración, 
consistencia o control técnico derivados de la 
evaluación por un único par. 

6 Aplicación de los criterios 
de desempate. 

Se transcriben los criterios 
previstos en los Términos 
de Referencia. 

La respuesta permanece en el plano 
general. La entidad no informó si dichos 
criterios fueron aplicados en el caso concreto 
de la accionante ni cuál fue su incidencia en la 
evaluación individual. 

7 Verificación integral del 
Banco Preliminar. 

No existe pronunciamiento. Silencio administrativo material respecto de 
la petición formulada. La solicitud concreta 
quedó sin respuesta. 

8 Solicitud de respuesta 
individual, clara, 
congruente y motivada. 

La entidad afirma que la 
respuesta atiende de fondo 
la solicitud. 

La afirmación resulta desvirtuada por el 
contenido mismo del oficio. La comparación 
entre la solicitud presentada y la respuesta 
emitida evidencia que la controversia central no 
fue resuelta y que varias peticiones específicas 
quedaron sin pronunciamiento individualizado, 
por lo que la motivación ofrecida no satisface 
las exigencias constitucionales del derecho de 
petición. 

  



Del cuadro anterior se advierte que, de las ocho controversias puntuales planteadas, seis no 

recibieron respuesta específica, una fue atendida solo de manera parcial, y únicamente la 

confirmación del puntaje total (81 puntos) fue respondida de manera directa. La respuesta, 

aunque documentalmente extensa, no resuelve materialmente la controversia central identificada 

en el Capítulo III de este escrito. 

IX. ANÁLISIS CONSTITUCIONAL DEL CASO CONCRETO 

9.1. Primer eje: la omisión sobre el estándar de evaluación aplicable 

El primer y principal eje de esta acción consiste en que Minciencias omitió pronunciarse sobre si 

el estándar utilizado para calificar los criterios 2 y 3 correspondía al previsto por la convocatoria 

para una propuesta doctoral en etapa inicial, o si aplicó exigencias propias de proyectos ya 

ejecutados. Esta omisión no es un detalle menor: es, precisamente, la controversia jurídica 

sometida a consideración del despacho, y su ausencia de respuesta impide a la accionante 

verificar la legalidad y consistencia de la calificación otorgada. 

9.2. Segundo eje: la falta de respuesta individualizada 

El segundo eje consiste en que, según se evidencia en la matriz del Capítulo VIII, seis de las 

ocho solicitudes puntuales formuladas por la accionante no recibieron un pronunciamiento 

específico. La entidad sustituyó el análisis individualizado que le fue requerido por explicaciones 

generales sobre el procedimiento de la convocatoria, aplicables por igual a cualquier participante, 

sin descender al caso concreto de la propuesta SIGP 128473. 

9.3. Tercer eje: la afectación del debido proceso administrativo 

El tercer eje consiste en que la etapa de aclaraciones constituye el último momento 

procedimental de contradicción antes de la consolidación del Banco Definitivo de Elegibles. Si 

dicha etapa se agota sin que la administración resuelva materialmente la controversia planteada, 

la garantía de contradicción pierde su función práctica, y la propuesta queda expuesta a que su 

posición dentro del Banco (determinante para el acceso efectivo a los recursos) se consolide 

sobre la base de una calificación cuya legalidad no pudo ser efectivamente verificada. 

9.4. Los ejes secundarios no son el fundamento de la acción 

La accionante deja constancia de que los cuestionamientos relacionados con la interpretación 

del criterio de focalización socioeconómica, la aplicación de los criterios de desempate y los 

mecanismos de aseguramiento de la calidad derivados de la Adenda No. 3 constituyen 

argumentos complementarios que refuerzan el análisis integral de la actuación administrativa, 

sin desplazar la controversia principal desarrollada en los numerales 9.1 a 9.3. 



En particular, respecto del criterio de focalización socioeconómica, la accionante no cuestiona la 

facultad de la entidad para definir requisitos de priorización dentro de la convocatoria. Lo que 

plantea es la necesidad de que la administración explicara de manera individualizada cómo 

armonizó el objetivo de priorizar aspirantes de estratos 1, 2 y 3 con la exigencia de pertenecer a 

determinados grupos del Sisbén IV, teniendo en cuenta que la accionante pertenece al estrato 

3 y solicitó expresamente esa aclaración durante la etapa administrativa. La ausencia de una 

respuesta específica sobre este punto constituye un elemento adicional que evidencia la falta de 

correspondencia entre las solicitudes formuladas y la respuesta emitida por la entidad. 

9.5. La intervención judicial busca restablecer las garantías, no sustituir la decisión 
técnica 

Lo solicitado no es que el despacho determine cuál debía ser la calificación de la propuesta ni 

que sustituya el criterio técnico del evaluador. Se solicita que se ordene a Minciencias emitir una 

respuesta que determine expresamente cuál fue el estándar aplicable, que explique por qué 

dicho estándar corresponde al previsto en la convocatoria para una propuesta doctoral en 

formulación y, en caso de concluir que se aplicó un estándar distinto, que efectúe la corrección 

correspondiente en la calificación y en la posición de la propuesta dentro del Banco Definitivo de 

Elegibles. 

X. SOLICITUD DE MEDIDA PROVISIONAL 

Con fundamento en el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991, respetuosamente solicito al despacho 

decretar como medida provisional la suspensión de los efectos de la actuación administrativa 

relacionada con la conformación y consolidación del Banco Definitivo de Elegibles de la 

Convocatoria No. 975 de 2026, únicamente respecto de la situación jurídica de la accionante 

(SIGP No. 128473), o adoptar la medida que el despacho estime más idónea para preservar la 

eficacia de una eventual decisión de tutela. 

•  En primer lugar, conforme al cronograma vigente de la convocatoria, al momento de 

presentación de esta acción (29 de julio de 2026) el Banco Definitivo aún no ha sido 

publicado, pero su expedición está prevista para el 31 de julio de 2026 a las 4:00 p.m., es 

decir, dentro de apenas dos (2) días calendario, lo que hace especialmente urgente la 

intervención cautelar del juez constitucional. 

•  En segundo lugar, del análisis comparativo del Capítulo VIII se advierte, prima facie, que 

la controversia central de la solicitud de aclaración (el estándar de evaluación aplicado) no 

recibió respuesta, circunstancia que permite advertir, al menos inicialmente, la posible 

afectación de los derechos fundamentales invocados. 

•  En tercer lugar, si durante el trámite de esta tutela se consolida el Banco Definitivo, una 

eventual sentencia favorable podría perder eficacia práctica, obligando a adoptar 

posteriormente medidas correctivas de mayor complejidad administrativa. 



La medida solicitada no pretende suspender integralmente la Convocatoria No. 975 de 2026 ni 

afectar los derechos de los demás participantes. Su finalidad es exclusivamente preservar la 

eficacia de la decisión judicial respecto de la situación particular de la accionante. 

XI. PRETENSIONES 

Respetuosamente solicito al despacho que, previo el trámite correspondiente, se sirva: 

Primera. Declarar que el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación vulneró los derechos 

fundamentales de petición y debido proceso administrativo de la accionante, en conexidad con 

la igualdad y el acceso a la educación, al no emitir una respuesta individualizada, congruente 

y suficientemente motivada respecto de la controversia central planteada en la solicitud de 

aclaración radicada bajo el No. 20260052687R, referida a si el estándar de evaluación aplicado 

a los criterios de articulación con actores del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e 

Innovación y de resultados y productos esperados correspondía al previsto por la Convocatoria 

No. 975 de 2026 para una propuesta doctoral en etapa inicial de formulación. 

Segunda. Ordenar al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación que, dentro del término que 

fije el despacho, emita una nueva respuesta que cumpla los parámetros constitucionales 

del derecho de petición, resolviendo de manera expresa, individualizada, congruente y 

suficientemente motivada cada una de las controversias planteadas por la accionante en la 

solicitud de aclaración radicada bajo el No. 20260052687R. 

Tercera. Ordenar al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación que, dentro de dicha 

respuesta, determine expresamente: (i) cuál fue el estándar de evaluación aplicable a una 

propuesta doctoral en etapa de formulación conforme a los Términos de Referencia de la 

Convocatoria No. 975 de 2026; (ii) si dicho estándar fue el efectivamente utilizado para calificar 

los criterios de articulación con actores del SNCTI y de resultados y productos esperados de la 

propuesta SIGP No. 128473; y (iii) si del nuevo análisis se concluye que el estándar de 

evaluación aplicado no correspondió al previsto en los Términos de Referencia de la 

convocatoria, adoptar las actuaciones administrativas que resulten procedentes conforme 

a la normativa aplicable y a las reglas de la convocatoria. 

Cuarta. Ordenar al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación que, al emitir la nueva 

respuesta, se pronuncie expresamente sobre cada una de las solicitudes puntuales formuladas 

por la accionante, incluyendo las relacionadas con el criterio de focalización socioeconómica, el 

criterio de desempate por fecha y hora, los mecanismos de aseguramiento de calidad derivados 

de la Adenda No. 3 y la verificación integral del Banco Preliminar de Elegibles. 

Quinta. Ordenar que, una vez emitida la respuesta anterior, el Ministerio de Ciencia, Tecnología 

e Innovación, mediante la instancia técnica competente y con plena observancia de los Términos 



de Referencia de la Convocatoria No. 975 de 2026, determine, como consecuencia de la 

nueva respuesta motivada, si existe lugar o no a modificar la calificación inicialmente 

asignada a la propuesta SIGP No. 128473, dejando expresa constancia de las razones 

técnicas y jurídicas que sustenten dicha decisión. 

Sexta. En caso de que, como resultado de la actuación anterior, se modifique la calificación de 

la propuesta SIGP No. 128473, ordenar al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación realizar 

las actuaciones administrativas necesarias para actualizar la posición de la accionante dentro del 

Banco de Elegibles y adoptar las decisiones administrativas que se deriven de dicha 

actualización. 

Séptima. Como consecuencia del amparo concedido, ordenar al Ministerio de Ciencia, 

Tecnología e Innovación adoptar las medidas administrativas necesarias para dar cumplimiento 

integral al presente fallo y garantizar el restablecimiento efectivo de los derechos fundamentales 

amparados mediante esta sentencia. 

Octava (subsidiaria). En caso de que, al momento de proferirse la sentencia, ya se hubiere 

publicado el Banco Definitivo de Elegibles o se hubieren consolidado actuaciones administrativas 

derivadas de este, ordenar al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación adoptar todas las 

medidas necesarias para que el cumplimiento del fallo produzca efectos materiales respecto de 

la situación jurídica de la accionante, incluyendo, de ser necesario, la revisión o adecuación 

de las actuaciones administrativas posteriores que dependan de la evaluación cuya 

respuesta fue objeto del presente amparo. 

XII. PRUEBAS 

Con el fin de acreditar los hechos expuestos y sustentar las pretensiones formuladas, 

respetuosamente solicito al despacho tener como pruebas documentales las siguientes: 

1. Copia de los Términos de Referencia de la Convocatoria No. 975 de 2026 "Becas para el 

Cambio — Formación en Maestrías y Doctorados", expedidos por el Ministerio de Ciencia, 

Tecnología e Innovación. 

2. Copia de las Adendas expedidas dentro de la Convocatoria No. 975 de 2026, en especial la 

Adenda No. 3, mediante la cual se modificó el procedimiento de evaluación. 

3. Copia de la propuesta doctoral presentada por la accionante, identificada con el código SIGP 

No. 128473. 

4. Copia del reporte de evaluación individual emitido por el par evaluador respecto de la 

propuesta SIGP No. 128473. 



5. Copia de la Solicitud de Aclaración radicada por la accionante bajo el No. 20260052687R, 

junto con el documento técnico que hizo parte integral de dicha solicitud. 

6. Copia de la respuesta emitida por el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación mediante 

el radicado No. 20260052106S, así como del documento "Insumo Técnico Respuesta Solicitud 

de Aclaración Radicado 20260052687R". 

7. Copia del Banco Preliminar de Elegibles publicado por el Ministerio de Ciencia, Tecnología e 

Innovación. 

XIII. ANEXOS 

1. Copia del documento de identidad de la accionante. 

2. Copia del reporte individual de evaluación. 

3. Copia de la Solicitud de Aclaración con sus anexos (radicado 20260052687R). 

4. Copia de la propuesta presentada a la Convocatoria No. 975 de 2026 (SIGP 128473). 

5. Copia de la respuesta emitida por Minciencias (radicado 20260052106S). 

6. Copia del Insumo Técnico que fundamentó la respuesta administrativa. 

7. Copia de los Términos de Referencia y de la Adenda No. 3. 

8. Demás documentos relacionados en el acápite de pruebas. 

XIV. JURAMENTO 

Bajo la gravedad del juramento manifiesto que no he presentado otra acción de tutela por los 

mismos hechos, con la misma causa y contra la misma autoridad, de conformidad con lo previsto 

en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991. 

XV. COMPETENCIA 

La presente acción de tutela es de conocimiento de ese despacho, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, el Decreto 2591 de 1991 y las reglas de 

reparto vigentes para las acciones de tutela, por tratarse de la presunta vulneración de derechos 

fundamentales atribuida a una autoridad pública del orden nacional. 

XVI. NOTIFICACIONES 

Accionante 

Evy Fernanda Tapias Forero 



Carrera 79 c 35b 03 sur 

Bogotá, Colombia 

eftapiasf@unal.edu.co 

3168678364 

Entidad accionada 

Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación — Minciencias 

Avenida Calle 26 No. 57-83 

Bogotá D.C. 

notificacionesjudiciales@minciencias.gov.co 

XVII. PETICIÓN FINAL 

Por las razones de hecho y de derecho expuestas en la presente acción constitucional, 

respetuosamente solicito al despacho conceder el amparo de los derechos fundamentales 

invocados y adoptar las órdenes necesarias para restablecer las garantías constitucionales 

vulneradas, conforme a las pretensiones formuladas en este escrito. 

En mérito de lo expuesto, 

Solicito admitir la presente acción de tutela, decretar la medida provisional solicitada, dar 

el trámite previsto en el Decreto 2591 de 1991 y, en su oportunidad, conceder el amparo 

constitucional requerido. 

Respetuosamente, 

Evy Fernanda Tapias Forero 

C.C. 1.018.427.488 


